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EL SERVIDOR PÚBLICO Y LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA

RESUMEN

     A efectos de presentar el enfoque de este artículo, se me ocurren algunas 

preguntas que permiten establecer su hilo conductor. La respuesta a ellas y las 

reflexiones complementarias que se formulan  permitirán identificar el  concepto 

esencial  de  nuestro  tema  de  estudio:  la  objeción  de  conciencia,  vista  como 

derecho  fundamental,  en  su  contexto  constitucional.  En  tal  propósito,  tras 

identificar  el  escenario  natural  de  ejercicio  de  la  garantía  constitucional, 

diferenciaremos la objeción de conciencia de otros derechos de libertad y de la 

desobediencia  civil  como  fenómeno  colectivo;  luego,  como  tema  central, 

ahondaremos en la dicotomía a la que se pueden enfrentar algunos servidores 

públicos cuando su deber funcional colisiona con su catálogo axiológico, frente a 

este evento trataremos de resolver los siguientes interrogantes; ¿qué debe hacer 

el  servidor  público?,  ¿puede  objetar  de  conciencia  para  ser  relevado  del 

cumplimiento de su deber funcional?, en caso de que así sea ¿frente a qué casos 

se puede objetar por razones de conciencia?, ¿Qué ha dicho la Corte Suprema al  

respecto? y para concluir, analizaremos la objeción de conciencia como causal de 

exclusión  de  responsabilidad  disciplinaria,  a  la  luz  del  artículo  28  del  Código 

Disciplinario Único.  

PALABRAS CLAVES

Objeción,  conciencia,  servidor  público,  catalogo  axiológico,  exclusión  de 

responsabilidad. 
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ABSTRACT

     In order to present the focus of this article, I can think of some questions that 

establish your  thread .  The answer  to  these and additional  reflections that  are 

made will  identify the essential concept of our subject: conscientious objection , 

seen  as  a  fundamental  right  ,  in  its  constitutional  context.  In  this  way,  after 

identifying  the  natural  scenery  of  exercise  of  constitutional  guarantees, 

conscientious objection differentiate other rights of freedom and civil disobedience 

as a collective phenomenon; then, as a central theme, delve into the dichotomy to  

which some public servants may face when their functional duty collides with its 

axiological catalog, address this event will try to resolve the following questions ; 

What should the public server? , Can conscientious objection to be relieved from 

fulfilling  its  functional  duty?  ,  If  it  be  so?  Against  which  cases  may  object  on 

grounds of  conscience,  What saith  the Supreme Court  in  this  regard ? and to 

conclude , we discuss conscientious objection as grounds for disciplinary action 

except in the light of Article 28 of the Single Disciplinary Code.

KEYWORDS

Objection, awareness, public servant, axiological catalog, exclusion of liability.
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OBJECIÓN DE CONCIENCIA

     Cualquier análisis que se haga sobre este concepto debe ir inescindiblemente 

ligado al concepto de libertad, toda vez que la objeción de conciencia no es otra 

cosa que una manifestación del derecho a la libertad de conciencia, recogida en el 

artículo 18 constitucional, pero que sin duda no puede ser analizado al margen de 

conceptos afines como el de libertad ideológica y diferenciado de conceptos tales 

como libertad de culto. 

     La carta magna define la libertad de conciencia de la siguiente manera: “nadie 

será  molestado  por  razones  de  sus  convicciones  o  creencias  ni  compelido  a  

revelarlas ni obligado a actuar contra su conciencia”. Se desprende de  lo anterior 

que  el  legislador  reconoció  la  capacidad  humana  de  pensar,  de  crearse 

convicciones propias y en este sentido lo revistió de la facultad de anteponer este 

derecho frente  al  cumplimiento  de ciertas  obligaciones,  cuando estasvayan  en 

contravía con su moral interna, quepa señalar, que el artículo 18 constitucional, 

desarrolla una regla que tal vez ha sido inobservada por muchos, ya que establece 

que nadie será compelido u obligado para revelar las razones de su conciencia, 

situación que a través del desarrollo legislativo de este país ha sido subvalorada, 

pues en reiterada jurisprudencia se observa como el ciudadano que en ejercicio de 

su derecho a la libertad de conciencia presenta una objeción,  es compelido a 

explicar las razones de la misma.
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     En este orden de ideas, la objeción de conciencia podría definirse como el  

derecho  que  tiene  todo  individuo  de  rechazar,  no  acatar  o  reusarse  al 

cumplimiento de deberes legales que entren en contradicción con sus creencias y 

convicciones internas, el objetor de conciencia lo que pretende no es otra cosa 

que la quiebra del deber frente a la salvaguarda de su catálogo axiológico. 

LIBERTAD DE CONCIENCIA Y OTROS DERECHOS DE LIBERTAD

     Como se señaló en  el aparte anterior, la libertad de conciencia se encuentra 

legalmente definida, en el artículo 18 constitucional, quedando claro que consiste 

en el  derecho que tiene todo ciudadano a no ser molestado por razón de sus 

convicciones o creencias, ni compelido a revelarlas ni obligado a actuar en contra 

de su conciencia, pero para efectos de este trabajo manejaremos un concepto de 

libertad de conciencia menos normativo,  que construiremos de la mano de las 

definiciones extraídas del diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, 

así: 

     Libertad: La facultad natural que tiene el hombre de obrar de una manera o de 

otra, y de no obrar, por lo que es responsable de sus actos.

     Conciencia: El conocimiento interior del bien y del mal. 
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     Entonces podríamos definir la libertad de conciencia como la facultad que tiene 

la persona humana de actuar conforme a los designios de su moral interna.

     La  constitución  política  de  1991,  en  ese  espíritu  antropocéntrico  que  la 

caracteriza, y como bienvenida al estado social de derecho que propugna, trajo 

consigo  todo  un  catálogo  de  derechos  de  libertades,  iniciando  con  el  libre 

desarrollo de la personalidad (artículo 16) entendido como el derecho a desarrollar 

la  personalidad  libremente,  sin  más  limitaciones  que  las  que  impongan  los 

derechos de los demás y el orden jurídico, la libertad personal (artículo 17) por la  

cual se prohíbe la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en todas 

sus formas, la libertad de cultos (artículo 19) definida como el derecho que tiene 

cada individuo a profesar la religión o culto que elija, de manera libre en forma 

individual  o  colectiva,  la  libertad  de  expresión  (artículo  20)  que  garantiza  el  

derecho  de  expresar  y  difundir  los  pensamiento  y  opiniones  libremente,  de 

informar y recibir información veraz e imparcial (libertad de prensa). 

     En este punto queda claro que cada derecho de libertad es bien distinto de los 

otros, que aunque todos garantizan el derecho a la libertad de manera genérica,  

cada uno tutela escenarios distintos del ejercicio de este derecho, frente a este 

punto,  encuentro  útil  la  observación  hecha  por  la  Asamblea  General  de  las 

Naciones Unidas, en el marco del periodo de sesiones N° 48 en el  año 1993,  

relativo al derecho que tiene toda persona a la libertad de pensamiento, conciencia 

y religión (artículo 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), ya  
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que diferencia  entre  estos  tres  derechos,  que por  su  estrecha relación  suelen 

confundirse, incluso tomarse como sinónimos, la observación señala:

     El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de  

religión (que incluye la libertad de tener creencias) en el párrafo 1  

del artículo 18 es profundo y de largo alcance; abarca la libertad de  

pensamiento  sobre  todas  las  cuestiones,  las  convicciones  

personales y el compromiso con la religión o las creencias, ya se  

manifiesten a título individual o en comunidad con otras personas.  

El Comité señala a la atención de los Estados Partes el hecho de  

que  la  libertad  de  pensamiento  y  la  libertad  de  conciencia  se  

protegen de igual modo que la libertad de religión y de creencias.  

El carácter fundamental de estas libertades se refleja también en el  

hecho de que, como se proclama en el párrafo 2 del artículo 4 del  

Pacto,  esta  disposición  no  puede  ser  objeto  de  suspensión  en  

situaciones excepcionales. (ONU, 1993)

OBJECIÓN DE CONCIENCIA Y DESOBEDIENCIA CIVIL

     Es frecuente la confusión entre estos dos concepto, puesto que en ambos se 

pretende la dispensa en el cumplimiento de un deber legal, sin embargo en el caso 

de la objeción de conciencia, lo que se persigue es una dispensa personal a un 

deber general de todos los ciudadanos, puesto que dicho deber choca con las 

convicciones personales del objetor, en tanto que la desobediencia civil pretende 

la dispensa general de todos los ciudadanos del cumplimiento de una norma, la 
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cual  será sustituida  con otra  que se adecue de mejor  manera a los  intereses 

generales1.

     Emerge entonces, la diferencia fundamental entre uno y otro concepto, pues en 

el caso de la desobediencia civil los efectos se perciben de manera general en 

toda  la  sociedad,  mientras  que  la  objeción  de  conciencia  en  manera  estricta 

produce efectos solo frente al objetor, aunque de manera detallada veremos más 

adelante como desde una acepción más amplia la objeción de conciencia puede 

afectar los derechos de otros individuos. 

     Lo anterior es explicado por el Doctor Antonio del Moral García, en su artículo 

Jueces y conciencia, que me permito trascribir debido a la diestra distinción que 

hace entre uno y otro concepto:

     En una dirección similar discurre la necesidad de separar los  

casos de desobediencia civil. La desobediencia civil sí que es una  

fórmula  apta  para  canalizar  discrepancias  políticas  e  intentar  la  

transformación  del  ordenamiento.  En  muchos  casos  de  

desobediencia civil  habrá también un componente de objeción de  

conciencia. Y la objeción de conciencia puede ir acompañada de un  

movimiento  de  desobediencia  civil.  Pero  los  conceptos  son  

diferenciables y también debe ser diferente su tratamiento jurídico.  

1 VELASCO, Juan Carlos (1996) “Tomarse en serio la desobediencia civil” revista internacional de 
filosofía política N° 7 año  – pag. 165
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La desobediencia civil acoge no solo objeciones de conciencia, sino  

que canaliza muchas veces otras discrepancias que nada tienen que  

ver con la conciencia (GARCÍA, 2009). 

EL SERVIDOR PÚBLICO Y LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA

     Con ocasión de la sentencia C-355 de 2006, que legalizo el aborto en tres 

casos excepcionales,  se presentaron un sinnúmero de objeciones de conciencia, 

en  primera  medida  presentadas  por  los  profesionales  de  la  salud,  médicos, 

enfermeras  y  demás  miembros  del  cuerpo  asistencial  de  diferentes  clínicas  y 

hospitales de todo el país, quienes rechazaban y se negaban a la interrupción 

voluntaria  del embarazo (IVE),  seguidos en cantidad por aquellos funcionarios 

judiciales (jueces y magistrados) a quienes en el cumplimiento de su deber les 

radicaban acciones de tutelas en las cuales se solicitaba el amparo del derecho a 

la interrupción del embarazo frente a los tres eventos en los cuales había sido 

legalizado.  

     Fue tal la relevancia que cobro este tema, que movido por esta sentencia el  

jefe del Ministerio Publico, Doctor ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO, en el 

marco  del  “Foro  Nacional  sobre  la  Objeción  de  Conciencia  Frente  al  Aborto” 

realizado el  23  de septiembre de 2010 en las  instalaciones de la  Universidad 

Militar  Nueva  Granada,  anunció  la  presentación  de  un  proyecto  de  ley  que 

buscaría la protección del ejercicio de este derecho y manifestó:
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     Vivimos  en  el  mundo  contemporáneo  con  sociedades  

multiculturales  y  secularizadas,  por  tal  razón  es  frecuente  que  

decisiones  legales  generen  deberes  que  pueden  violentar  la  

conciencia de funcionarios públicos, de personas particulares o de  

instituciones  que  profesan  convicciones,  ya  sean  religiosas,  

morales  o  políticas,  que  estén  en  contravía  de  las  decisiones  

judiciales.  (ORDOÑEZ, 2010)

     Esta situación fáctica nos pone frente a un escenario, donde el objetor de 

conciencia  es un servidor público, es decir un individuo, con iguales derechos que 

todos los ciudadanos,  pero que tiene una relación de especial  sujeción con el 

estado, este vínculo se intensifica en los servidores públicos con relación al común 

de  los  ciudadanos,  ya  sea  por  que  éstos  integran  parte  fundamental  de  la 

organización administrativa del estado o por que  las labores que desempeñan 

cobran especial relevancia en el interés público. 

     Sin embargo y a pesar de esta relación de especial subordinación frente al  

estado, el servidor público sigue siendo un ser humano y como tal goza de los 

derechos y garantías inherentes a toda persona humana, tales como la libertad de 

conciencia, entendida, como la facultad de actuar conforme a los designios de su 

moral  interna,  pero  ¿puede  el  servidor  público  objetar  de  conciencia  para  ser  

relevado del cumplimiento de sus deberes funcionales? En caso de que esto sea 
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posible, ¿en qué eventos se puede objetar de conciencia?, ¿Qué requisitos debe 

cumplir el servidor público para que su objeción sea aceptada?, desarrollaremos 

las respuestas a estos interrogantes de la mano de las sentencias C-355 de 2006, 

T-209 de 2008 y T- 388 de 209, toda vez, que éstas no solo marcan el desarrollo 

jurisprudencial  en materia  de aborto,  sino que también,  de manera simultánea 

hacen todo un análisis respecto de la procedencia de la objeción de conciencia, 

específicamente  la  sentencia  T-388  de  2009,  la  cual  hace  especial  referencia 

sobre  la  procedencia  o  no  de  la  objeción  de  conciencia  en  los  funcionarios 

públicos. 

¿PUEDE EL SERVIDOR PÚBLICO OBJETAR DE CONCIENCIA?

     Esta es quizás la pregunta que presenta más dificultades para ser resuelta 

dentro del presente trabajo, porque aunque suene incoherente la respuesta más 

precisa es “depende”, se ha llegado a esta conclusión luego de leer el artículo 18 

constitucional y contraponerlo al contenido de las sentencias C-355 de 2006, T-

209 de 2008 y T-946 de 2008.

     Constitución Nacional  -  Artículo 18:  Se garantiza  la libertad de  

conciencia.  Nadie será  molestado por  razón  de sus convicciones o  

creencias  ni  compelido  a  revelarlas  ni  obligado  a  actuar  contra  su  

conciencia.
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     De la norma anteriormente descrita, se concluye que los destinatarios son 

todos  los  ciudadanos,  no  hace  excepciones,  exclusiones  o  salvedad  alguna 

respecto de los servidores públicos, por lo que se podría afirmar que cualquier 

ciudadano incluso los servidores públicos pueden objetar de conciencia, pero el 

análisis que hace la Corte Constitucional en la  sentencia T – 388 de 2009, tiene 

como punto fundamental  que cuando se manifiesta la objeción por motivos de 

conciencia, se supone el incumplimiento de un deber jurídico “con mayor o menor 

proyección social”, por lo cual surge la necesidad de ponderar hasta qué punto es 

posible amparar el ejercicio del derecho fundamental a objetar de conciencia – el 

cual  en  primera  medida  está  justificado  –  pero  se  deben  advertir  las 

consecuencias negativas que puede producir su ejercicio respecto de los derechos 

de terceras personas.

     El derecho a la objeción de conciencia tiene un carácter personalísimo, porque 

este obedece al fuero interno de las personas, y por lo tanto se predica de las 

personas naturales. A su vez, se entiende que este derecho no es absoluto, la 

protección del bien jurídico al que corresponde tiene límites y además puede ser 

restringido  cuando  este  no  es  armónico  respecto  de  otro  derecho  y  deberes 

fundamentales. 

Al respecto señaló la Corte Constitucional: 

        “Ha insistido la Corte Constitucional y lo reiteró en las consideraciones  

de la presente sentencia, en que las autoridades judiciales no pueden  

alegar  la  objeción  de  conciencia  para  abstenerse  de  autorizar  
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solicitudes de interrupción  voluntaria  del  embarazo  cuando la  mujer  

gestante se halla en los supuestos permitidos por la sentencia C-355  

de  2006.  Por  demás,  no  existe  dentro  del  ordenamiento  jurídico  

colombiano una disposición que permita  a las autoridades judiciales  

declararse  impedidas  –  como  inicialmente  alegó  el  a  quo  –  para  

abstenerse de tramitar y de fallar tutelas en esas eventualidades. De  

una parte,  y por los motivos indicados en las consideraciones de la  

presente sentencia, las funcionarias y los funcionarios judiciales emiten  

sus sentencias en derecho y no en conciencia. De otra, las causales de  

impedimento en el caso de las autoridades judiciales son taxativas – no  

prevén la objeción de conciencia – y son de interpretación restrictiva  

pues su ejercicio, como se explicó, significa un obstáculo al acceso a la  

administración de justicia y, con ello, una denegación injustificada de  

justicia  y  ausencia  de  protección  de  los  derechos  constitucionales  

fundamentales  en  contravía  con  lo  dispuesto  por  la  Constitución  

Nacional (Arts. 2º y 6º C. N.)”. (T-388 de 2009)

 

     En líneas generales se puede afirmar, de conformidad con las consideraciones 

de la Corte, que el servidor público no puede objetar de conciencia para ceder el 

cumplimiento de su deber funcional,  pues si  bien  todos los ciudadanos tienen 

derecho a la libertad de conciencia (art. 18 C.N.), este derecho no cobija de la 

misma  manera  a  los  servidores  públicos,  quienes  por  la  naturaleza  de  dicha 

investidura se encuentran sujetos a lo dispuesto en el artículo 6 de la Constitución 

Nacional, que a su tenor reza: 

“Artículo 6. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades  

por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son  
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por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de  

sus funciones”.

ANALISIS JURISPRUDENCIAL

     La Corte Constitucional a través de una línea jurisprudencial, que si bien tenía 

como foco central  absolver  las cuestiones referentes a  la  despenalización  del 

aborto  en  algunos  casos  específicos,  también  estableció  algunos  criterios  en 

materia de objeción de conciencia, que serán expuestos en el cuadro siguiente: 

Sentencia Regla

C-355 de 2006, T-209 de 2008 y T-946 

de 2008

Solo  pueden  objetar  las  personas 

naturales

C-355 de 2006, T-209 de 2008 y T-946 

de 2008

Solo  si  es  posible  remitir  a  la  mujer 

inmediatamente  a  otro  médico  que  si 

este dispuesto a realizar la IVE

T-209 de 2008 y T-946 de 2008 sólo se puede ejercer  por  el  personal 

que presta directamente el servicio

T-209 de 2008 y T-946 de 2008 por escrito

T-209 de 2008 y T-946 de 2008 explicando en cada caso concreto  las 

razones por las cuales la práctica de la 

IVE  está  contra  las  más  íntimas 

convicciones

T-209 de 2008 y T-946 de 2008 No  se  podrán  presentar  formatos 

generales, ni colectivos.

C-388 de 2009 Se  excluye  a  los  jueces  de  la 
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posibilidad de hacer uso de la objeción 

de conciencia para fallar un caso.

     El cuadro anterior evidencia la posición de la Corte, en cuanto a que sólo las 

personas naturales y no las jurídicas son titulares de la objeción de conciencia, así 

como el deber del médico, que invoca la objeción de conciencia para relevarse del 

deber de realizar la interrupción voluntaria del embarazo y en consecuencia debe 

remitir de inmediato a la mujer a un médico que esté dispuesto a practicarla. 

Sin embargo, la Corte Constitucional puntualizó qué:

 “(…)  los  profesionales  de  la  salud  del  Sistema  General  de  

Seguridad  Social  en  Salud  deben  proceder  a  realizar  el  

procedimiento IVE,  (i)  de manera oportuna,  es decir  dentro de los  

cinco  (5)  días  siguientes  a  la   solicitud,  de  conformidad  con  la  

Resolución 004905 de 2006, proferida por el Ministerio de la protección  

Social; (ii) su atención será integral y con calidad; y, (iii) se hará con  

sujeción a las normas técnico- administrativas que expida el Ministerio  

de la Protección Social, las cuales serán de obligatorio cumplimiento, y  

mientras  éstas  se  expiden,  los  prestadores  están  obligados  al  

cumplimento de las normas del Decreto 4444 de 2006 que tienen como  

referente la guía “Aborto sin riesgo: Guía técnica y de políticas para  

sistemas de salud” de la Organización Mundial de la Salud (2003)”.  (T-

209, 2008)

     Se extrae de lo anterior, que los médicos en general pueden ejercer su derecho 

a la objeción de conciencia, no obstante aquellos profesionales de la medicina que 
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hagan parte  del  Sistema General  de  Seguridad Social,  es  decir,  aquellos  que 

tenga la calidad de servidores públicos, no podrán relevarse del cumplimiento de 

su deber, en este caso el de realizar la IVE.  

     En cuanto a lo anterior es preciso traer a colación, los argumentos presentados 

por el Magistrado Juan Carlos Henao, quien con ocasión de la sentencia T-388 de 

2009 presentó aclaración de voto en los siguientes términos: 

“(…) en Francia se diferencian los hospitales públicos y los privados:  

los  primeros  no  pueden  objetar  de  conciencia,  los  segundos  si.  La  

objeción de conciencia está en los tratados suscritos por Colombia”. 

    En  sentido  estrictamente  comparativo,  podría  decirse  que  en  Francia  la 

objeción de conciencia en personas jurídicas, se trata de  la misma forma como 

en Colombia se trata la objeción de conciencia en las personas naturales. 

     De  otro  lado,  es  menester  recordar  que  los  médicos  no  son  los  únicos 

servidores  públicos  frente  a  los  cuales  se  encuentra  reglada  la  objeción  de 

conciencia, si bien en la mayoría de las sentencias analizadas, no se le dio mayor 

relevancia al  rol  de los servidores públicos con funciones de administración de 

justicia (jueces y magistrados), la Corte Constitucional también ha sido enfática, en 

cuanto a si éstos pueden o no objetar de conciencia. 
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     Sin embargo la Sala Plena de la Corte Constitucional, mediante sentencia del 

año 2006 estableció que, las autoridades judiciales no pueden escudarse en la 

objeción de conciencia para negarse a tramitar o decidir un asunto puesto a su 

consideración, en los siguientes términos: 

Las  autoridades  judiciales  no  pueden  alegar  motivos  morales  para  

abstenerse de tramitar y decidir un asunto puesto a su consideración.  

En casos relacionados con la solicitud de interrupción voluntaria del  

embarazo, las autoridades judiciales están obligadas no sólo a fallar,  

sino  a  hacerlo  en  armonía  con  los  lineamientos  jurisprudenciales  

sentados por la Sala Plena de la Corte Constitucional en la sentencia  

C-355  de  2006.  Tanto  el  decisum  como  la  ratio  decidendi  de  la  

sentencia  C-355  de  2006  vinculan  a  la  autoridades  judiciales  y  no  

pueden ellas omitir  su observancia alegando razones de conciencia,  

pues su conducta podría dar lugar al delito de prevaricato por acción,  

así  como  a  faltas  de  orden  disciplinario,  de  conformidad  con  lo  

establecido en la Ley 734 de 2002 (Código Disciplinario Único). (C-355, 

2006)

     De acuerdo con lo anterior, es dable concluir que la objeción de conciencia se 

encuentra prohibida a los servidores públicos con funciones de administración de 

justicia,  debido a  su  relación  de especial  sujeción  con el  estado,  cediendo el 

ejercicio de su derecho fundamental a objetar de conciencia, por el cumplimiento 
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de  un  deber  que  al  parecer  tiene  mayor  relevancia  social,  como  lo  es  la 

administración de justicia.

Posteriormente la corte ratificó  su postura a través de la sentencia C-388 de 

2009, que dijo: 

La objeción de conciencia es un derecho que se garantiza de modo  

extenso  en  el  campo  privado  –  cuando  no  está  de  por  medio  el  

desconocimiento  de  derechos de  terceras  personas  -.  No obstante,  

queda  excluido  alegarla  cuando  se  ostenta  la  calidad  de  autoridad  

pública. Quien ostenta tal calidad, no puede excusarse en razones de  

conciencia  para  abstenerse  de  cumplir  con  sus  deberes  

constitucionales y legales pues con dicha práctica incurriría en un claro  

desconocimiento  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  2º  y  6º  de  la  

Constitución  Nacional.  Cuando  un  funcionario  o  funcionaria  judicial  

profiere su fallo no está en uso de su libre albedrío. En estos casos el  

juez se encuentra ante la  obligación de solucionar el  problema que  

ante  él  se  plantea  –art.  230  de  la  Constitución-,  con  base  en  la  

Constitución y demás normas que compongan el ordenamiento jurídico  

aplicable. Esto por cuanto su función consiste precisamente en aplicar  

la ley –entendida ésta en sentido amplio-,  de manera que no le  es  

dable con base en convicciones religiosas, políticas, filosóficas o de  

cualquier  otro  tipo  faltar  a  su  función.  Adicionalmente,  admitir  la  
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posibilidad de objetar por motivos de conciencia la aplicación de un  

precepto  legal  determinado significa,  en  el  caso de las  autoridades  

jurisdiccionales,  aceptar  la  denegación  injustificada  de  justicia  y  

obstaculizar  de  manera  arbitraria  el  acceso  a  la  administración  de  

justicia. (T-388, 2009)

     Con lo  anterior,  se pone de relieve  el  papel  que cumplen las autoridades 

públicas  y  las  grandes  diferencias  que  surgen  con  ocasión  de  los  deberes  en 

cabeza de éstas, en comparación con aquellos deberes radicados en cabeza de los 

particulares, en lo relativo al ejercicio de la objeción de conciencia. 

     En el  caso de los funcionarios judiciales, cuando se acepta tal  calidad, se 

asumen responsabilidades y compromisos que implican no solo el ejercicio de la 

actividad  jurisdiccional,  sino  también,  el  compromiso  de  velar  por  el  estricto 

cumplimiento de la normatividad vigente y decidir la cuestión que se le plantea, 

utilizando únicamente el convencimiento que adquiera de la interpretación de las 

normas jurídicas aplicables, más no le es dable, decidir  con base en convicciones 

religiosas, políticas o  filosóficas. 

     Parece palmario entonces, que quién desempeña funciones de administración 

de justicia, debe dejar de lado sus convicciones personales y decidir las cuestiones 

que se le planten, en el ejercicio de sus funciones, únicamente de acuerdo con la 

normatividad vigente. No obstante, cuando dichos funcionarios obran en su esfera 
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privada, por cuanto en ese ámbito la Constitución Nacional garantiza el derecho de 

obrar conforme a los designios de su conciencia y asegura que ello tendrá lugar sin 

intromisiones inadmisibles por parte del Estado o de otros particulares. 

     De la jurisprudencia anteriormente señalada, se pueden extraer las siguientes 

conclusiones, en torno al ejercicio del derecho a la objeción de conciencia: 

1. La objeción de conciencia es un derecho constitucional fundamental que 

como todo derecho dentro  de  un marco normativo  que se abre a la 

garantía de protección y estímulo de la diversidad cultural (artículo 1º y 

artículo 7º constitucionales) no puede ejercerse de manera absoluta. 

2. El  ejercicio  del  derecho  constitucional  fundamental  a  la  objeción  de 

conciencia recibe en la esfera privada por la vía de lo dispuesto en el 

artículo 18 Superior una muy extensa protección que solo puede verse 

limitada  en  el  evento  en  que  su  puesta  en práctica  interfiera  con  el 

ejercicio de derechos de terceras personas. 

3. Sólo el personal médico cuya función implique la participación directa en 

la intervención conducente a interrumpir el embarazo puede manifestar 

objeción  de  conciencia;  contrario  sensu,  ésta  es  una  posibilidad 

inexistente  para  el  personal  administrativo,  el  personal  médico  que 
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realice  únicamente  labores  preparatorias  y  el  personal  médico  que 

participe en la fase de recuperación de la paciente.

4. La  objeción  de  conciencia  se  debe  manifestar  por  escrito  y  debe 

contener  las  razones  que  impiden  al  funcionario  llevar  a  cabo  la 

interrupción del embarazo.

5. En lo relativo a la práctica del aborto inducido, la Corporación mediante 

la sentencia C-355 de 2006 destacó la necesidad de asegurar que el 

ejercicio prima facie admisible de la objeción de conciencia de personas 

profesionales de la medicina que obran como prestadores directos del 

servicio,  pudiera  restringirse  cuando  su  ejercicio  trae  como 

consecuencia imponer una carga desproporcionada a las mujeres que 

colocadas bajo las hipótesis establecidas en la mencionada sentencia 

optan por la interrupción del embarazo.

6. En cuanto  es  manifestación  de íntimas e  irrenunciables convicciones 

morales, filosóficas o religiosas, la objeción de conciencia es un derecho 

de cuya titularidad se encuentran excluidas las personas jurídicas.

7. Las personas que ostentan voluntariamente la calidad de autoridades 

judiciales no pueden excusarse en la objeción de conciencia para dejar 

de  cumplir  una  norma  que  ha  sido  adoptada  en  armonía  con  los 

preceptos constitucionales y que goza, en consecuencia, de legitimidad 
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y validez pues ello  supone desconocer  el  mandato establecido en el 

artículo 2º Superior de acuerdo con el cual dentro de los fines estatales 

se  encuentra  “garantizar  la  efectividad  de  los  principios,  derechos  y 

deberes consagrados en la Constitución” así como proteger a todas las 

personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, 

y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 

deberes  sociales  del  Estado  y  de  los  particulares.”  La  objeción  de 

conciencia  resulta,  pues,  en  este  entorno inadmisible,  por  cuanto  se 

traduce en una denegación injustificada de justicia y se liga con una 

seria,  arbitraria  y  desproporcionada  restricción  de  derechos 

constitucionales fundamentales. 
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POSICIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO

     En este punto, es preciso traer a colación los argumentos esgrimidos por el  

señor  Procurador  General  de  la  Nación,  Doctor  ALEJANDRO  ORDOÑEZ 

MALDONADO,  quien  con  ocasión  del  Foro  Nacional  sobre  la  Objeción  de 

Conciencia Frente al Aborto, expuso una posición que se contrapone de manera 

directa a lo dicho por la Corte, así: 

     En primera medida el señor Procurador, aborda el tema desde la protección del  

ejercicio al derecho de objetar de conciencia, en casos tales como el aborto, por 

su ya pública oposición a estas prácticas, pero pronto se advierte en su discurso 

que no solo  avala la el ejercicio de este derecho en estos casos particulares, sino 

de manera general abarcando incluso valores de índole político y moral. 

     En consonancia con lo anterior manifestó el señor Procurador, que el derecho a 

la  objeción  de  conciencia  responde  a  criterios  tales  como  los  principios  de 

universalidad, integralidad, pro - libertad, subsidiariedad, coherencia y cooperación 

y  que  por  tanto  no  debería  haber  una  discriminación  hacia  las  personas  que 

ejercen administración de justicia en base a su condición. 

     En esta oportunidad,  el  jefe del  Ministerio Público también explicó que el  

derecho a objetar de conciencia “Podrá ejercerse con respecto a deberes legales,  

judiciales, administrativos, contractuales o convencionales relativos a la educación  

ética o religiosa y a todo tipo de educación o formación que se relacione directa o  

indirectamente  con  el  bien  jurídico  de  la  vida,  la  institución  familiar  y  los  
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contenidos y modalidades de la educación sexual reproductiva.” lo que confiere 

una demarcación amplia del ejercicio de este derecho por parte de la autoridad 

judicial, y así lo reconoce el señor Procurador, cuando afirma que a su juicio el  

artículo  18  de  la  constitución  “no  hace  distinción  (…)  pues si  analizamos con 

detenimiento, una persona con convicciones frente al matrimonio y a la vida no 

podría ejercer funciones públicas por que tendría que actuar contra su conciencia 

(…)”  y es un derecho que debería ejercerse “por particulares que ejercen cargos 

públicos,  o  por  todos  los  servidores  públicos,  notarios,  policías  (…)”. 

(PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, 2010)

     En síntesis, contrario a la doctrina de la corte constitucional, el representante 

del  Ministerio  Público  afirma  que  cualquiera  que  ejerza  funciones  de 

administración  de  justicia  tiene  el  mismo  derecho  que  asiste  a  los  demás 

ciudadanos de hacer  uso de la figura constitucional  de objeción de conciencia 

debido a que no podría negarse que cada funcionario tiene un fuero interno al que 

responde  y  que  la  mayoría  se  vería  afectado  de  tener  que  renunciar  a  sus 

convicciones para poder actuar, lo que para él es un contrasentido, porque de ser 

así  muchos  de  ellos  deberían  de  abstenerse  de  ser  funcionarios,  además de 

desconocer el carácter cristiano de nuestra sociedad. 

     Recientemente se ha trabado una nueva discusión que gira en torno a la 

objeción de conciencia, pues con ocasión de la sentencia C-577 de 2011, que 

permitió  a  las  parejas  homosexuales  acudir  ante  los  jueces  y   notarios  para 
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solemnizar  su  unión,  fueron  muchos  los  funcionarios  judiciales  y  notarios  que 

utilizaron  su  derecho  a  objetar  de  conciencia  para  relevarse  del  deber  de 

solemnizar dichas uniones. 

     Al respecto, el señor Procurador General de la Nación expidió la Circular 13 del  

7  de  junio  de  2013,  dirigida  a  los  Servidores  Públicos  del  Ministerio  Público, 

Notarios de la República, Funcionarios del Ministerio de Justicia y del Derecho y 

de  la  Superintendencia  de  Notariado  y  Registro,  y  demás  Autoridades 

Administrativas  cuyas  funciones  guarden  o  puedan  guardar  relación  con  lo 

establecido en la Sentencia C-577 De 2011,  en la que formuló directrices con 

respecto a las uniones de parejas del mismo sexo, en los siguientes términos: 

4.- Vigilar que se respete el derecho fundamental a la libertad de la  

conciencia de jueces y notarios, así como de cualquier otro servidor  

público o particular que cumpla funciones públicas relacionadas con  

el cumplimiento del resuelve quinto de la Sentencia C-577 de 2011. 

     El resuelve 5to de la citada sentencia, dice: “Si el 20 de junio de 2013 el  

Congreso  de  la  República  no  ha  expedido  la  legislación  correspondiente,  las  

parejas del mismo sexo podrán acudir ante notario o juez competente a formalizar  

y solemnizar su vínculo contractual”. 

     Y  agregó el  señor  Procurador,  que el  derecho fundamental  a  objetar  de 

conciencia se garantiza según el artículo 18 constitucional a través del pronombre 
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indeterminado «nadie», para significar que a ninguna persona, lo que incluye a los 

servidores públicos. 

 

     Concluyó  afirmando que este derecho implica,  la  libertad para objetar  en 

conciencia  y  resistirse  a  obedecer  un  imperativo  jurídico  que  pugne  con  las 

creencias religiosas o las convicciones morales y éticas propias, la cual implica, 

además, la libertad para resistirse «a obedecer un imperativo jurídico invocando la 

existencia de un dictamen de conciencia que impide sujetarse al comportamiento 

prescrito. (C-728, 2009).

     Vale la pena destacar que el Ministerio Público también exhortó al Legislativo,  

para  que  profiera  una  ley  estatutaria  que  reglamente  de  manera  integral  y 

sistemática esos derechos.

     No obstante lo anterior, la citada circular no tienen fuerza vinculante (al menos 

para aquellos funcionarios externos al Ministerio Público), pues es un  instructivo, 

que  pretende  orientar  a  los  destinatarios  en  la  mejor  forma  de  cumplir  dicha 

disposición normativa,  así  lo  ha sostenido en Consejo de Estado en repetidas 

ocasiones, ejemplo de ello es el siguiente extracto; 

     De la misma manera, la jurisprudencia del Consejo de Estado, en  

reiteradas ocasiones  ha sostenido que si las circulares o las cartas de  

instrucción, tienen por objeto dar a conocer el pensamiento o concepto  

del superior jerárquico a sus subalternos, en relación con determinadas  
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materias,  o  impartir  instrucciones  a  los  empleados  de  las  distintas  

dependencias  sobre  la  mejor  manera  de  cumplir  las  disposiciones  

normativas, sin que se contengan decisiones, se está en presencia de  

simples actos de servicio. “Pero si en las circulares de servicio, o con  

ocasión de ellas, se adoptan nuevas prescripciones, no comprendidas  

en  disposiciones  precedentes,  se  trata  de  actos  administrativos  

ordinarios, que crean situaciones jurídicas, susceptibles de invalidarse  

por las causas generales.2 

     Por  su  parte  la  Doctora  MARIA DEL PILAR ARANGO,  presidenta  de  la 

Corporación de Jueces y Magistrados de Colombia, señaló:

     “La autoridad judicial no puede escudarse en esa institución para negarse a  

tramitar  los  asuntos  respectivos,  pues  quien  acepta  tal  cargo  ejerce  función  

pública, la cual  debe prevalecer sobre los derechos privados subjetivos. De lo  

contrario, el juez corre el riesgo de someterse a una queja y a los riesgos propios  

del incumplimiento de su labor, agrega”. (Ambito Jurídico, 2012)

2 CONSEJO DE ESTADO. Auto de abril 23 de 1.975. Citado por el Dr. Gustavo Penagos. Op. Cit. Pág. 89 
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LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA COMO CAUSAL DE EXCLUSIÓN DE 
RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA

     Habiendo hecho las anteriores precisiones, es propicio entrar a dilucidar si la 

objeción  de  conciencia  podría  configurarse  como  una  causal  de  exclusión  de 

responsabilidad disciplinaria de conformidad con lo preceptuado en el artículo 28 

del Código Disciplinario Único, que a continuación se transcribe:   

     Está exento de responsabilidad disciplinaria quien realice la conducta: 

1. Por fuerza mayor o caso fortuito. 

2.  En  estricto  cumplimiento  de  un  deber  constitucional  o  legal  de  mayor 

importancia que el sacrificado. 

3. En cumplimiento de orden legítima de autoridad competente emitida con las 

formalidades legales. 

4. Por salvar un derecho propio o ajeno al cual deba ceder el cumplimiento  

del  deber,  en  razón  de  la  necesidad,  adecuación,  proporcionalidad  y  

razonabilidad.

5. Por insuperable coacción ajena o miedo insuperable. 

6. Con la convicción errada e invencible de que su conducta no constituye falta 

disciplinaria. 

7. En situación de inimputabilidad. En tales eventos se dará inmediata aplicación, 

por  el  competente,  a  los  mecanismos  administrativos  que  permitan  el 

reconocimiento de las inhabilidades sobrevinientes.
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     Vistas las causales anteriores, es dable señalar que la objeción de conciencia  

podría encuadrarse en la causal cuarta, siempre que se trata de la situación en la  

que el servidor público en aras de salvar un derecho propio (libertad de conciencia 

– derecho a no actuar en contra de sus convicciones personales), decide omitir la  

realización de su deber funcional.  

     De acuerdo con el artículo 27 de la ley 734 de 2002, las faltas disciplinarias se 

realizan por acción u omisión en el cumplimiento de los deberes propios del cargo 

o función,  o con ocasión de ellos,  o por  extralimitación de sus funciones,   sin 

embargo, para que la objeción de conciencia pueda ser empleada como causal de 

exclusión de responsabilidad, ésta solo sería procedente para las faltas omisivas, 

la  razón  es  que  la  objeción  de  conciencia  supone  el  incumplimiento  (deja  de 

hacer) de un deber legal por salvar un derecho propio. 

     Visto lo anterior,  queda claro que la  definición de objeción de conciencia 

recorre  de  manera  expresa  la  descripción  de  la  causal  4°  de  exclusión  de 

responsabilidad  disciplinaria,  sin  embargo,  actualmente  no  existe  un  criterio 

unificado al respecto, por lo cual a los funcionarios públicos que en el ejercicio de 

sus funciones se encuentran con situaciones que suponen el sacrificio de sus más 

profundas convicciones, deciden ceder el ejercicio de su derecho fundamental a la 

libertad de conciencia en beneficio de los fines estatales. 
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CONCLUSIONES

     En cuanto a la  relación entre libertad de conciencia y  otros derechos de 

libertad, es acertado concluir que en lo relativo a la definición de la objeción de 

conciencia existe claridad conceptual, sin embargo al momento llevar esta claridad 

teórica a la solución de casos concretos, es frecuente la confusión entre libertad 

de  conciencia  y  religiosa,  en  consecuencia  el  trato  en  ambos  casos  es 

equivalente,  lo  que  resulta  distorsionado  e  incluso  contradictorio,  porque  la 

finalidad que se persigue al solicitar el amparo de cada uno de estos derechos es  

distinta,  pero  en  líneas  generales  es  justo  afirmar  que  se  ha  evolucionado 

lentamente en la defensa del ejercicio del derecho a objetar de conciencia.

     De otro lado, de las sentencias de la Corte en las que se fundó el presente  

trabajo, se extrae que todos los ciudadanos gozan de esta garantía fundamental,  

pero que es imperativo que quienes deseen ejercerla exponga sus motivos, lo que 

en  algún  sentido  es  comprensible,  porque  evitaría  la  arbitrariedad  de  algunos 

funcionarios, pero que a la postre deriva en autoritario y contraproducente, pues 

hace que los administrados conciban los derechos fundamentales como meras 

concesiones del estado, desdibujando su verdadera naturaleza. 
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     En cuanto al ejercicio de la objeción de conciencia por funcionarios públicos, es  

acertado afirmar que el estado garantiza el ejercicio de este derecho, siempre que 

el funcionario no actué en ejercicio de sus funciones o con ocasión de ellas, en 

otras  palabras,  el  funcionario  público  es  titular  del  derecho  a  la  libertad  de 

conciencia porque son derechos inherentes a la persona humana, pero su puesta 

en funcionamiento solo es admisible en aquellos eventos en que no actúa como 

representante del estado, pues toda actuación o acto que profiera el funcionario 

público, supone la manifestación de la voluntad de la administración y no de sus 

convicciones personales.

     Consecuencia de lo anterior, el incumplimiento de los deberes funcionales, bajo 

el  pretexto de estar actuando en contra de profundas convicciones personales, 

podría dar lugar a sanciones disciplinarias.  

     En líneas generales, es evidente la tarea pendiente que tiene el Legislativo y el  

arduo trabajo a cargo de los operadores judiciales al decidir los casos que lleguen 

a sus despachos. Mientras tanto, el conflicto entre derechos, valores y deberes 

jurídicos seguirá siendo objeto de discusión.
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